RELIQUIDACIÓN PENSIONAL POR VÍA DE TUTELA/ Improcedencia por subsidiariedad al no demostrar la vulneración al mínimo vital y tratarse de una pretensión meramente económica

“(…) no se demostró cómo la falta de cumplimiento de la sentencia a que se refieren los hechos de la demanda afecte el mínimo vital del actor, máxime cuando viene recibiendo periódicamente su pensión; tampoco se acreditó siquiera sumariamente que ese hecho implique un riesgo para sus derechos fundamentales o la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable.”
“(…) como lo que pretende el accionante es el cumplimiento de una sentencia judicial que ordenó la reliquidación de su pensión de jubilación, lo que en esencia es una obligación de hacer con un carácter netamente económico, la naturaleza subsidiaria de la acción de tutela prevalece aún más, sin que sea entonces el medio idóneo para satisfacer dicha pretensión, teniendo en cuenta además que como se dijo, no se cuenta con elemento probatorio alguno que justifique de manera extraordinaria la intervención del juez constitucional.”
DERECHO A LA IGUALDAD/ Improsperidad de la acción cuando no es posible comprobar el tratamiento desigual supuestamente dado a circunstancias similares
“Respecto al derecho a la igualdad, el accionante consideró que la UGPP, lo ha vulnerado, porque existen más de ochenta y tres (…) cuentas de cobro que reposan en dicha unidad, que son exactamente iguales al caso suyo, en los que no se han objetado los acumulados salariales ni se han necesitado los formatos solicitados para el cumplimiento de las sentencia (…) Sin embargo, aunque aportó copia de algunas de las decisiones adoptadas por la entidad accionada, no se tiene certeza que los casos sean exactamente iguales, pues se desconocen los expedientes respectivos que son los que contienen las cuentas de cobro presentadas y los documentos que a las respectivas peticiones se anexaron. En consecuencia, como no demostró el actor que a alguien en condiciones similares a la suya se le haya definido la cuestión en la forma como lo pretende, no pude considerarse lesionada la garantía de que se trata.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-005 de 2015. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, agosto treinta (30) dos mil dieciséis (2016) 


Acta No. 414 del 30 de agosto de 2016

Expediente No. 66001-31-03-005-2016-00087-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló el apoderado judicial del señor Edison de la Cruz Ramírez Peña, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 15 de julio último, en la acción de tutela que promovió contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, en adelante  UGPP, a la que fueron vinculadas la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales y la Subdirectora de Normalización de Expedientes Pensionales de la misma entidad. 
ANTECEDENTES

1.- Relató el apoderado del demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El accionante nació el 7 de enero de 1953; laboró con el Instituto de Seguros Sociales desde el 1º de septiembre de 1975 hasta el 25 de junio de 2003.
1.2 Tramitó demanda de nulidad y restablecimiento del derecho en contra del Instituto de Seguros Sociales y/o Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP, con el fin de que se declarara la nulidad de la resolución por medio de la cual se reconoció su pensión de jubilación. El Juzgado Noveno Administrativo de Barranquilla, mediante sentencia de primera instancia, ordenó reliquidar la pensión con los factores devengados en los últimos diez años, es decir, entre el 26 de junio de 1993 y el 25 de junio de 2003. El Tribunal Administrativo del Atlántico, en sentencia de segunda instancia, modificó el fallo y ordenó reliquidar la pensión de jubilación incluyendo todos los factores salariales devengados durante el último año de trabajo correspondiente al 26 de junio de 2002 al 25 de junio de 2003.
1.3 El 30 de junio de 2015 presentó a la UGPP cuenta de cobro mediante la cual solicitó se diera fiel cumplimiento y pago a la sentencia judicial, para lo cual aportó los documentos que enlista.
1.4 Con auto ADP 010766 del 8 de septiembre de 2015 la UGPP le solicitó que los acumulados salariales fueran aportados en original por el Patrimonio Autónomo de Remanentes del ISS, del periodo 1º de abril de 1994 al 30 de enero de 1998.
1.5 Mediante oficio radicado No. 201550050551242 del 28 de septiembre de 2015 se pidió el análisis del auto anterior, ya que los acumulados solicitados no tienen injerencia alguna en lo ordenado en la sentencia judicial del Tribunal Administrativo del Atlántico, pero en auto ADP 010766 del 8 de septiembre de 2015, la mencionada unidad señaló que como no se presentaron los acumulados solicitados no se podía continuar con el estudio de la solicitud de cumplimiento.
1.6 Con oficio radicado No. 201550050936522 del 27 de octubre de 2015 dio respuesta a los autos que solicitan los acumulados salariales, e indicó que los mismos ya habían sido entregados debidamente autenticados en el paquete de la cuenta de cobro de la sentencia judicial.
1.7 Por resolución No. RDP 002018 del 22 de enero de 2016, la UGPP negó la solicitud de cumplimiento de la sentencia judicial.
1.8 El 4 de abril de 2016 presentó recurso de reposición contra la anterior decisión, el cual fue rechazado mediante auto ADP 006208 del 11 de mayo de 2016, por no cumplir con los requisitos de los artículos 76 a 78 de la ley 1437 de 2011.
1.9 Relaciona el cumplimiento de varias sentencias judiciales, de la cuales afirma son “exactamente iguales” al caso del actor.
1.10 Ha procurado por todos los medios darle cumplimiento a las exigencias de la UGPP, pero no tienen como satisfacer el requisito de los acumulados salariales a los que hace referencia, diferentes a los que aportaron. 
2.- Para proteger los derechos a la igualdad, debido proceso y mínimo vital, solicita ordenar a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP, tener como pruebas los documentos aportados y los que reposan en el expediente del pensionado, para dar cumplimiento a la sentencia judicial de reliquidación pensional, sin exigir otros adicionales.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto del 1º de julio pasado se admitió la acción contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP; además, se ordenó vincular a la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales y la Subdirectora de Normalización de Expedientes Pensionales de la misma entidad.
2.- Se pronunció el Subdirector Jurídico Pensional de la UGPP, para manifestar que la parte accionante no allegó la documentación necesaria para dar respuesta de fondo a la petición objeto de la presente acción de tutela, esto es, el certificado de información laboral en formato 1B y el certificado de factores salariales en formato 3B del Ministerio de Hacienda y Crédito Público expedidos por el empleador, requisito que no puede ser trasladado a esa unidad.
Invoca como razones para su defensa el principio de la carga de la prueba establecido en el artículo 167 del Código General del Proceso e insiste en que corresponde al accionante allegar a esa entidad los documentos antes referidos; además expresa que la acción de tutela es improcedente para hacer efectivo el cumplimiento de una sentencia judicial; tampoco es la vía adecuada para reclamar prestaciones económicas, máxime cuando el accionante no demostró un perjuicio irremediable; indica que esa unidad no ha vulnerado ningún derecho fundamental del accionante y que su mínimo vital no se ha visto afectado, pues se encuentra activo en nómina de pensionados. Citó providencias de la Corte Constitucional que consideró aplicables al caso concreto.
Solicita se declare improcedente la acción de tutela y subsidiariamente que se conmine al accionante para que allegue la documentación solicitada y así proceder a expedir el acto administrativo que en derecho corresponda. 
3.- Se puso término a la instancia con sentencia del 15 de julio de este año en la que se declaró improcedente el amparo solicitado. Para decidir así, la funcionaria de primera instancia empezó por citar jurisprudencia sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela para reclamaciones relacionadas con el reconocimiento de pensiones, así como para la ejecución de sentencias judiciales y concluyó que en este caso el actor omitió enunciar el perjuicio irremediable que se le causó con el acto administrativo mediante el cual la entidad accionada negó la solicitud de cumplimiento de la orden judicial que dispuso la reliquidación de la pensión de jubilación; tampoco aportó pruebas que demostraran la afectación a su mínimo vital, de tal manera que se supere el presupuesto de subsidiariedad que permita el examen de la cuestión de fondo, mínimo vital que no encontró vulnerado porque el accionante viene recibiendo periódicamente su pensión y concluyó que  el actor debe agotar las acciones ordinarias para lograr el cumplimiento de la sentencia judicial.
4.- Inconforme con esa decisión, el apoderado del actor la impugnó con fundamento en los mismos hechos transcritos en la demanda de tutela. Indicó que los acumulados salariales ya habían sido entregados debidamente autenticados en el paquete de la cuenta de cobro de la sentencia judicial a la UGPP. Adujo que el derecho a la igualdad de su representado se encuentra vulnerado, pues existen más de ochenta y tres (83) cuentas de cobro que reposan en esa entidad, exactamente iguales a su caso y en los que no se han objetado los acumulados salariales ni se han necesitado los formatos solicitados para el cumplimiento de las sentencias judiciales. Aclara que nunca ha entregado el formato 1B y formato 3B del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para el cumplimiento de sentencias judiciales y le sorprende que únicamente en tres (3) casos los está exigiendo la entidad accionada. Pide que se revisen nuevamente las pruebas aportadas con la acción de tutela, con la que demuestra las inconsistencias de la accionada, relacionadas con la solicitud de los acumulados salariales y lo que manifiesta frente a los aportados. Solicita se modifique el fallo de primera instancia.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Es sabido que una de las características de ese especial mecanismo de protección constitucional es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación, para evitar un perjuicio irremediable, evento en el cual sus efectos son temporales y quedan supeditados a lo que resuelva de fondo la autoridad competente. Por esa razón, el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 señala como causal de improcedencia de la tutela, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial.

3.- En su jurisprudencia la Corte Constitucional ha reiterado que la acción de tutela para solicitar el cumplimiento de una sentencia judicial resulta procedente, de manera general, cuando se está en presencia de una obligación de hacer; no obstante, dada su naturaleza subsidiaria, además de la esencia de la obligación, debe constatarse que existe un riesgo cierto para los derechos fundamentales del accionante o el posible acaecimiento de un perjuicio irremediable. Ahora bien, cuando se trata de una obligación de dar, ha afirmado que el ordenamiento jurídico contempla un mecanismo principal e idóneo para exigir su cumplimiento: los procesos ejecutivos.

Así por ejemplo en sentencia T-005 de 2015, dijo: 

“2.5.1. Procedencia de la acción de tutela para solicitar el cumplimiento de una sentencia judicial.
Uno de los pilares básicos de un Estado Social de Derecho es el acatamiento y cumplimiento oportuno de las sentencias judiciales por parte de los particulares y por supuesto, de las entidades públicas. Los derechos consagrados en los artículos 228 y 229 de la Constitución, además de garantizar el efectivo acceso a la administración de justicia, así lo exigen, pues admitir lo contrario, además de comprometer los derechos señalados, se atentaría contra el deber consagrado en el inciso final del artículo 4º  de la Carta y el derecho al debido proceso (art. 29).
Respecto de la procedencia de la acción de tutela para solicitar el cumplimiento de las decisiones que finiquitan un proceso judicial, la Corte ha reconocido, a través de una amplia y constante línea jurisprudencial, que el mecanismo constitucional resulta procedente, de manera general, cuando se está en presencia de una obligación de hacer. El ejemplo característico de este tipo de obligación ocurre cuando la sentencia judicial ordena el reintegro de un trabajador.
Situación contraria ocurre cuando se encuentra incorporada una obligación de dar. La jurisprudencia constitucional ha afirmado que el ordenamiento jurídico contempla un mecanismo principal e idóneo para exigir el cumplimiento de éste tipo de obligaciones como lo son los procesos ejecutivos. Al respecto, la Corte ha señalado “que el proceso ejecutivo tiene la virtualidad de obtener el forzoso cumplimiento de aquello que se quiere eludir, mediante la aplicación de medidas que, como el embargo y posterior remate de los bienes del deudor, están en manos del juez, quien las lleva adelante pese a la resistencia del demandado, en los casos y dentro de las reglas procesales pertinentes”. 
De esta manera, se puede concluir que el primer estudio que debe llevar a cabo el juez constitucional cuando resuelva una tutela cuya pretensión principal radique en el cumplimiento de una providencia judicial, es determinar el tipo de obligación que consagra la orden del fallo. 
Ahora bien, lo anterior no significa que la acción de tutela siempre proceda para ordenar el cumplimiento de una sentencia que contiene una obligación de hacer; la naturaleza subsidiaria de la acción constitucional siempre prevalece y, por esa razón, además de la naturaleza de la obligación, debe constatarse que existe un riesgo cierto para los derechos fundamentales del accionante o el posible acaecimiento de un perjuicio irremediable. 
Aceptar una tesis distinta implicaría admitir que la tutela opera como un mecanismo ordinario dentro de los procesos judiciales, desnaturalizando así la acción. Este postulado cobra mayor fuerza cuando la obligación de hacer que se pretende hacer cumplir, tiene un carácter netamente monetario; en estos casos la Corte no puede admitir la procedencia automática de la acción de tutela, toda vez que hacerlo desnaturalizaría la acción. En consecuencia, al igual que en cualquier otra circunstancia puesta en conocimiento del juez constitucional, es menester realizar un estudio para determinar la real afectación de los derechos.”

4.- En el asunto bajo estudio no se demostró cómo la falta de cumplimiento de la sentencia a que se refieren los hechos de la demanda afecte el mínimo vital del actor, máxime cuando viene recibiendo periódicamente su pensión; tampoco se acreditó siquiera sumariamente que ese hecho implique un riesgo para sus derechos fundamentales o la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable.

De otro lado, como lo que pretende el accionante es el cumplimiento de una sentencia judicial que ordenó la reliquidación de su pensión de jubilación, lo que en esencia es una obligación de hacer con un carácter netamente económico, la naturaleza subsidiaria de la acción de tutela prevalece aún más, sin que sea entonces el medio idóneo para satisfacer dicha pretensión, teniendo en cuenta además que como se dijo, no se cuenta con elemento probatorio alguno que justifique de manera extraordinaria la intervención del juez constitucional.

En consecuencia, como se trata de una obligación de hacer con un carácter netamente económico, lo relacionado con el cumplimiento de la sentencia judicial que ordenó la reliquidación de la pensión de jubilación del actor, y no se demostró la eminente ocurrencia de un perjuicio irremediable, ni la afectación de su mínimo vital, no se justifica la intervención del juez constitucional, pues no concurre una situación excepcional que le impida al demandante acudir a la jurisdicción ordinaria, que prevé el proceso ejecutivo como un mecanismo eficaz e idóneo para solicitar el reconocimiento de la citada prestación.
Se concluye entonces que no se satisface el presupuesto de la subsidiaridad que consagra el numeral 1º, artículo 6º de la ley 2591 de 1991, según el cual, la tutela resulta improcedente  cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial y en consecuencia así se declarará, pues a esa especial acción no puede acudirse como mecanismo principal de protección, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los  ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para suplir la negligencia del interesado a la hora de emplearlos.

5.- Respecto al derecho a la igualdad, el accionante consideró que la UGPP, lo ha vulnerado, porque existen más de ochenta y tres (83) cuentas de cobro que reposan en dicha unidad, que son exactamente iguales al caso suyo, en los que no se han objetado los acumulados salariales ni se han necesitado los formatos solicitados para el cumplimiento de las sentencia judiciales. Sin embargo, aunque aportó copia de algunas de las decisiones adoptadas por la entidad accionada, no se tiene certeza que los casos sean exactamente iguales, pues se desconocen los expedientes respectivos que son los que contienen las cuentas de cobro presentadas y los documentos que a las respectivas peticiones se anexaron. En consecuencia, como no demostró el actor que a alguien en condiciones similares a la suya se le haya definido la cuestión en la forma como lo pretende, no pude considerarse lesionada la garantía de que se trata.
6.- De acuerdo con lo expuesto, el fallo que se revisa será confirmado, pero como el juzgado dejó de pronunciarse sobre el derecho a la igualdad, se hará la respectiva adición.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 15 de julio último, en la acción de tutela instaurada por Edison de la Cruz Ramírez Peña contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección - UGPP, a la que fueron vinculadas la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales y la Subdirectora de Normalización de Expedientes Pensionales de la misma entidad. 

SEGUNDO.- SE ADICIONA el referido fallo para negar el amparo solicitado respecto al derecho a la igualdad.
TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-005 de 2015, MP: Dr. Mauricio González Cuervo
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